

C.A. de Santiago

Santiago, veinticuatro de marzo de dos mil veintiséis.

Visto y teniendo presente:

Primero: Que comparece Xx Xx Xx e interpone

reclamo judicial en contra de la Resolución Exenta DGA N° 902 de 19 de mayo

de 2025, por la cual la Dirección General de Aguas ordenó modificar, en un plazo

de seis meses, una obra de defensa fluvial consistente en gaviones y aplicó una

multa de 162,80 UTM, por estimar que las obras se emplazan dentro del cauce

natural del río Maipo y que fueron ejecutadas sin autorización.

Señala que el procedimiento administrativo se inició con el Acta de

Inspección N° 6790, de 16 de enero de 2025, concluyendo la DGA que la obra se

ubicaría dentro de la caja del río, lo que motivó cargos en su contra. La

reclamante expuso en sus descargos que las obras se encuentran íntegramente

dentro de su predio, inscrito y vigente desde 1969 y 2011, que fueron construidas

dentro del huerto como obras de defensa, y que entre los gaviones y el río existe

un antiguo canal de descarga no reconocido por la autoridad. Afirma que no

existen terceros afectados y que las obras no alteran el régimen de las aguas.

Pese a ello, la DGA sostuvo que, conforme al plano archivado N° 39/1965 y a

cartografía CIREN y SII, parte del predio corresponde a cauce y que los puntos

P1–P6 se ubican en él, según imágenes satelitales de 2006 a 2023.

La reclamante denuncia diversas ilegalidades en la resolución impugnada.

En primer lugar, alega falta de fundamentación, pues la DGA cita el

procedimiento del D.S. 609/1978 para fijación de deslindes, pero no lo aplica,

basándose en cartografías que no constituyen prueba de dominio y sustituyendo

el límite inscrito por criterios hidrológicos ajenos a la normativa. Sostiene que la

autoridad actuó sin competencia, ya que al determinar que la línea P1–P6

constituye el límite del predio, la DGA fijó deslindes, atribución exclusiva del

Ministerio de Bienes Nacionales, configurando incluso una privación de

propiedad sin procedimiento legal. Indica también que la DGA utilizó

erróneamente crecidas extraordinarias con períodos de retorno de 30 a 100 años

para definir el cauce, cuando el D.S. 609 exige considerar solo crecidas

ordinarias de hasta 5 años, criterio ya reafirmado por jurisprudencia de la Corte

Suprema. Asimismo, denuncia que la autoridad ignoró el título inscrito

acompañado, único medio legal para acreditar dominio, sustituyéndolo por

cartografías referenciales, y que la sanción y obligación de modificar obras se

basan en una determinación ilegal respecto del emplazamiento del cauce.

Agrega que la Contraloría General de la República ha reiterado que la DGA
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carece de competencia para fijar deslindes y que, de estimarlo necesario, debe

remitir los antecedentes al Ministerio de Bienes Nacionales.

Finalmente, sostiene que la multa carece de base legal suficiente y

vulnera el debido proceso administrativo, pues deriva de una actuación

administrativa que excede las atribuciones de la DGA.

Por todo lo expuesto, solicita que se acoja el reclamo, se deje sin efecto la

Resolución Exenta DGA N° 902/2025, se ordene la devolución de la multa y se

exima a la reclamante de presentar proyecto de modificación de obras, con

costas.

Segundo. Que, evacuando su informe, la Dirección General de Aguas,

solicita el rechazo íntegro del recurso de reclamación deducido.

Expone que el procedimiento administrativo se inició a partir de una

denuncia presentada el 22 de octubre de 2024 por Xx xxxx Ltda., relativa a obras no autorizadas en el cauce natural del río Maipo,

denuncia declarada admisible mediante Resolución N° 3021 de 20 de noviembre

de 2024. Tras requerirse antecedentes, el Servicio practicó una inspección en

terreno el 16 de enero de 2025, consignada en el Acta de Fiscalización N° 6790,

verificándose que en los puntos P1 a P4 existía uso del cauce para plantaciones

amparadas en el artículo 30 del Código de Aguas, y que entre los puntos P5 y P6

se emplazaba una obra de defensa fluvial tipo gaviones, de aproximadamente

320 metros de largo, ejecutada en febrero de 2024, destinada a proteger

plantaciones frente a crecidas.

Añade que, con base en estos antecedentes, se formularon cargos por

obras y actos no autorizados en cauces conforme a los artículos 32, 41, 129 bis 2

y 171 del Código de Aguas. Xx Xx Ltda. presentó descargos

indicando que las obras se encontrarían dentro de su predio y fuera del cauce, al

norte de un antiguo canal de descarga. La denunciante incorporó posteriormente

planos de 1965, lo que motivó la apertura de un término probatorio mediante

Resolución N° 549 de 1 de abril de 2025. La DGA señala que, tras analizar

títulos, plano archivado N° 39/1965, cartografía CIREN y SII, junto con imágenes

satelitales desde 2006 a 2025, se constató que una superficie significativa del

predio corresponde a caja del río, que los puntos P1 a P6 se ubican en el cauce

natural del río Maipo, y que desde 2017 se observan labores de movimiento de

tierra en dicho cauce, con ejecución de los gaviones durante marzo de 2024,

incluso generando desvíos del curso de aguas. Agrega que la obra desplaza

brazos del río, altera el escurrimiento natural y podría producir erosión y riesgos
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para terceros, careciendo de la evaluación técnica preceptiva por la DGA y la

DOH.

Señala que luego, mediante la Resolución Exenta N° 902 se acogió la

denuncia, ordenándose a la reclamante presentar, dentro de seis meses, un

proyecto de modificación de la obra ejecutada en el cauce e imponiéndose una

multa de 162,80 UTM por realizar obras sin autorización.

Arguye que la reclamante sostiene en su recurso que la resolución

carecería de fundamentación y que la DGA no habría observado los

procedimientos legales para determinar deslindes, pero refuta dichas

alegaciones, señalando que el recurso de reclamación del artículo 137 del

Código de Aguas es un mecanismo de control de legalidad del acto

administrativo, no constituyendo una nueva instancia, y que los actos del Servicio

gozan de presunción de legalidad conforme al artículo 3 de la Ley N° 19.880,

correspondiendo al reclamante desvirtuarla.

Indica que la determinación del emplazamiento de las obras se fundó en

antecedentes técnicos objetivos, y que la DGA es competente para ejercer la

policía y vigilancia de los cauces naturales de uso público, impedir

modificaciones no autorizadas y sancionar obras ejecutadas sin aprobación,

conforme a los artículos 32, 41, 129 bis 2, 171 y 299 del Código de Aguas.

Sostiene que la ausencia de fijación de deslindes mediante decreto del Ministerio

de Bienes Nacionales no impide constatar el carácter de bien nacional de uso

público del cauce, el cual se determina conforme al artículo 30 del Código de

Aguas. Añade que las metodologías empleadas se ajustan a las guías técnicas

de la propia DGA, considerando eventos hidrológicos como las crecidas de junio

de 2023, las cuales permiten corroborar el escurrimiento efectivo del río sobre el

sector fiscalizado. Releva el valor probatorio de los informes técnicos del

Servicio, los cuales constituyen instrumentos públicos elaborados por el órgano

competente.

Finalmente, concluye que no existe infracción legal ni formal en el

procedimiento ni en el contenido de la resolución impugnada, por lo que solicita

el rechazo íntegro del recurso de reclamación.

Tercero: Que un reclamo de ilegalidad, como el establecido en el artículo

137 del Código de Aguas, constituye una vía o mecanismo de reclamación en

contra de decisiones de la autoridad por considerar que en la resolución del

asunto se ha incurrido en contravenciones legales que vician lo resuelto, motivo

por el cual se solicita que se deje sin efecto. Así, esta vía de impugnación tiene

por objeto que la Corte de Apelaciones revise la legalidad de lo resuelto por la
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Administración, no constituyendo una segunda instancia de las decisiones

adoptadas por la Dirección General de Aguas, en el ejercicio de sus atribuciones,

que permita entrar a revisar su mérito, de suerte que si la autoridad en su obrar

se ajustó a lo que disponen los artículos 6 y 7 de la Constitución Política de la

República, no corresponde una nueva revisión de los fundamentos fácticos de su

decisión. Desde luego no constituye una nueva instancia que permita hacer una

revisión de los antecedentes técnicos que el organismo especializado ya tuvo en

cuenta al momento de adoptar su decisión.

Dicho de otro modo, la DGA es la repartición técnica del Estado

encargada por la ley -artículos 298 a 307 bis del Código de Aguas- de cumplir las

funciones que el artículo 299 del mismo texto especialmente le confiere, y la

judicatura, que no tiene tales facultades ni las competencias técnicas para revisar

lo que resuelva dicho organismo, sólo puede velar porque en lo formal se

respeten las normas de procedimiento y, en el fondo, porque la DGA le dé a las

normas legales y reglamentarias propias de su ámbito el sentido y alcance que la

correcta interpretación arroja.

Cuarto: Que, en otro orden de consideraciones, cabe tener presente que

los actos administrativos están revestidos de presunción de legalidad, de

acuerdo con lo prescrito por el artículo 3 de la Ley N° 19.880, que establece las

bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos

del Estado, presunción de carácter legal que puede ser desvirtuada, siendo en el

caso carga del reclamante acreditar la ilegalidad denunciada la cual sería, en su

concepto, por medio de la resolución impugnada “la DGA ha determinado un

deslinde de una propiedad privada, actuando fuera de sus competencias, usando

criterios más exigentes que los establecidos en la normativa vigente para la

determinación de deslindes y ha pasado a llevar arbitrariamente un título de

dominio legalmente inscrito y vigente”.

Quinto: Que de los antecedentes que obran en el proceso, así como de

los hechos que no resultan controvertidos por las partes, resulta establecido lo

siguiente:

1°.- El 22 de octubre de 2024, Xx Xx Ltda.,

ingresó una denuncia en contra de Fernando Carlos Gana de Landa, Arturo

Carlos Gana de Landa, Agricola Xx Ltda., Sociedad Xx San Lucas

de Chiñigue Ltda. y Xx e Inversiones Hacienda XxElena Xx, por

obras no autorizadas en cauces y actos o labores no autorizadas en cauces en el

cauce natural del Río Maipo, comuna de El Monte, provincia de Talagante.
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2°.- El 16 de enero de 2025, personal de la D.G.A. R.M.S. concurrió a

verificar en terreno las eventuales infracciones al Código de Aguas, levantándose

el Acta de Fiscalización N° 006790.

3°.- El 6 de febrero de 2025, Xx Xx Ltda., presentó sus

descargos indicando en síntesis que, i) Las obras se encuentran dentro de la

propiedad de Xx Xx Xx, ii) Las obras en cuestión se

encuentran fuera del cauce del Río Maipo y al norte de lo que era un antiguo

canal de descargas, iii) Las obras se realizaron dentro del inmueble

disminuyendo la superficie del huerto con objeto de protegerlo, y iv) No hay

poblaciones ni asentamientos cercanos que podrían ser perjudicados con las

obras en cuestión.

4°.- Que la resolución impugnada tuvo por establecido que “es efectivo

que se constató una obra de defensa fluvial tipo gaviones emplazada en el cauce

natural del río Maipo, entre los puntos de inspección denominados (P5) en las

coordenadas UTM (m) Norte: 6.267.183 y Este: 307.412, y (P6) en las

coordenadas UTM (m) Norte: 6.267.340 y Este: 307.717, ambas según datum

WGS84, huso 19, de responsabilidad y ejecutada por AGRICOLA XX

LTDA., la cual tiene como objetivo dar protección a la plantación establecida en

el lugar, ante crecidas del cauce natural, no obstante no cuenta con autorización

de la autoridad competente, lo que constituye una infracción a los artículos 32,

41, 129 bis 2 y 171 del Código de Aguas”. Agregó que “en el sector fiscalizado se

constató la eliminación y desplazamiento de brazos del río en dirección a la

ribera opuesta del cauce natural, desvío del curso de las aguas, modificación y

disminución de un 35% de la sección del cauce, lo que entorpece el libre

escurrimiento de las aguas en dicha sección, podría aumentar las velocidades de

escurrimiento en las secciones donde ocurre el angostamiento, provocando

socavación local máxima, cambio de forma en secciones transversales, riesgo de

colapso de las estructuras, posible generación de resalto hidráulico dependiendo

de las condiciones de escurrimiento o existentes aguas abajo, etc”. Por último,

indicó que “debido a las características y dimensiones de la obra y en virtud a

que, no ha sido evaluada técnicamente por la autoridad competente, en este

caso, la Dirección General de Aguas y la Dirección de Obras Hidráulicas, ambos

servicios dependientes del Ministerio de Obras Públicas, no es posible descartar

otros efectos, magnitud del entorpecimiento o modificación en el régimen de

escurrimiento de las aguas, y/o daño a la vida, salud o bienes de la población”.

Sexto: Que, para los efectos de resolver, es necesario tener en

consideración la normativa que rige la materia.
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El artículo 32 del Código de Aguas señala: “Sin permiso de la autoridad

competente, no se podrá hacer obras o labores en los álveos, salvo lo dispuesto

en los artículos 8°, 9°, 25, 26 y en el inciso 2° del artículo 30”.

El artículo 129 bis 2, del mismo cuerpo legal indica: “La Dirección General

de Aguas podrá ordenar la inmediata paralización de las obras o labores que se

ejecuten en los cauces naturales de aguas corrientes o detenidas que no

cuenten con la autorización competente y que pudieran ocasionar perjuicios a

terceros, para lo cual podrá requerir el auxilio de la fuerza pública en los términos

establecidos en el artículo 138 de este Código, previa autorización del juez de

letras competente en el lugar en que se realicen dichas obras”.

El artículo 299 letra c) del código referido precisa: “La Dirección General

de Aguas tendrá las atribuciones y funciones que este Código le confiere, y, en

especial, las siguientes: … c) Ejercer la policía y vigilancia de las aguas en los

cauces naturales de uso público y acuíferos; impedir, denunciar o sancionar la

afectación a la cantidad y la calidad de estas aguas, de conformidad al inciso

primero del artículo 129 bis 2 y los artículos 171 y siguientes; e impedir que en

éstos se construyan, modifiquen o destruyan obras sin la autorización previa del

servicio o autoridad a quien corresponda aprobar su construcción o autorizar su

demolición o modificación”.

Por su parte, el artículo 41 del Código de Aguas establece: “El proyecto y

construcción de las modificaciones que fueren necesarias realizar en cauces

naturales o artificiales que puedan causar daño a la vida, salud o bienes de la

población o que de alguna manera alteren el régimen de escurrimiento de las

aguas, serán de responsabilidad del inxxdo y deberán ser aprobadas

previamente por la Dirección General de Aguas de conformidad con el

procedimiento establecido en el párrafo 1 del Título I del Libro Segundo del

Código de Aguas. La Dirección General de Aguas determinará mediante

resolución fundada cuáles son las obras y características que se encuentran o

no en la situación anterior. Se entenderá por modificaciones no sólo el cambio de

trazado de los cauces, su forma o dimensiones, sino también la alteración o

sustitución de cualquiera de sus obras de arte y la construcción de nuevas obras,

como abovedamientos, pasos sobre o bajo nivel o cualesquiera otras de

sustitución o complemento. La contravención de lo dispuesto en los incisos

anteriores será sancionada de conformidad a lo establecido en los artículos 173

y siguientes de este Código”.

A su vez, el artículo 171 del mencionado cuerpo legal señala: “Las

personas naturales o jurídicas que desearen efectuar las modificaciones a que
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se refiere el artículo 41 de este Código, presentarán los proyectos

correspondientes a la Dirección General de Aguas, para su aprobación previa,

aplicándose a la presentación el procedimiento previsto en el párrafo 1° de este

Título”.

Séptimo: Que, respecto a la falta de fundamentación del acto

administrativo reclamado, de su mera lectura es posible constatar que se

encuentra plenamente motivado, a la luz de lo dispuesto en los artículos 11 y 41

de la Ley N° 19.880, por cuanto se exteriorizaron las razones que llevaron a su

dictación, conforme a los antecedentes de hecho y de derecho contenidos en él,

circunstancia distinta es que el reclamante no esté de acuerdo con el análisis y

apreciación de antecedentes que se hizo por la autoridad.

En este orden de ideas, la ley exige que los actos administrativos sean

motivados. En relación con esta exigencia, se debe precisar que en doctrina se

distingue entre el ejercicio de facultades regladas y discrecionales. En las

primeras toda la actuación previa al nacimiento de un determinado acto

administrativo se encuentra prevista y determinada en la ley, por lo que la

autoridad debe ceñirse estrictamente a ella tanto al verificar los supuestos de

hecho como en el procedimiento que determina la decisión, que está igualmente

regulada en relación con la situación fáctica que la origina. En cambio, en el

ejercicio de las facultades discrecionales, la Administración goza de cierto ámbito

de libertad al momento de adoptar la decisión. Tanto el ejercicio de la potestad

reglada como la discrecional, está sujeta a los límites que determina su control

por parte de la judicatura.

Al respecto señala la Corte Suprema “no existe mayor discusión respecto

del control que debe efectuarse respecto del ejercicio de la facultad reglada; sin

embargo, existen discrepancias en cuanto al control que corresponde desplegar

respecto del ejercicio de la potestad discrecional. En este aspecto, es efectivo

que no procede que los órganos jurisdiccionales sustituyan la decisión de la

administración realizando una nueva ponderación de los antecedentes que

determinan la decisión; sin embargo, aquello no excluye el control respecto de

los actos administrativos que tienen su origen en el ejercicio de una facultad de

carácter discrecional por parte de la Administración, toda vez que estos, como

todo acto administrativo, deben cumplir con las exigencias previstas en la ley,

razón que determina la necesidad de verificar la existencia de los elementos

intrínsecos de todos los actos de esa naturaleza. Tal materia, puede y debe ser

controlada por la judicatura en tanto exista un conflicto que ha sido puesto en su

conocimiento; Que, en efecto, se debe precisar que, si bien la división doctrinaria
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entre actos reglados y discrecionales es correcta, lo cierto es que en la realidad

no existen actos puramente discrecionales, como tampoco estrictamente

reglados; sino que hay actos en que el grado de discrecionalidad otorgado por la

ley a la autoridad es mayor o menor. En este aspecto, se debe enfatizar que aun

cuando en apariencia se otorgue un alto grado de discrecionalidad a la

Administración, siempre existen aspectos que son reglados, cuya transgresión

provoca la nulidad. Inxx destacar que en los actos en que la Administración

goza de mayor grado de discrecionalidad, no es ésta la que se controla por parte

de los tribunales, sino que es el aspecto no discrecional el que se somete a

escrutinio judicial. Justamente esa es la razón por la que se exige que el acto

administrativo sea motivado, puesto que es la herramienta entregada para que el

juez verifique la existencia de los hechos y su calificación jurídica, aspectos no

discrecionales de todo acto administrativo. Así, por ejemplo, cuando la ley exige

la presencia de determinados motivos y la Administración invoca uno que no

existe, o cuando la ley no exige un motivo determinado, pero se invoca uno

inexistente, el acto es ilegal, puesto que, como se ha señalado por la doctrina, la

discrecionalidad no es sinónimo de arbitrariedad. Décimo cuarto: Que, en

consecuencia, los órganos jurisdiccionales se encuentran facultados para

realizar un control de los actos que tienen su origen en el ejercicio de facultades

discrecionales, en tanto se debe verificar que exista norma que en forma expresa

entregue a la Administración una amplia facultad para decidir y que los

presupuestos de hecho que determinan el ejercicio de tal facultad existan, como

asimismo que el fin que ha sido previsto por el ordenamiento jurídico al otorgar la

facultad discrecional, se cumpla”. (Sentencia Rol N ° 8487-2018).

En consecuencia, los términos del acto recurrido permiten colegir que se

encuentra suficientemente fundado tanto desde el punto de vista fáctico como

jurídico, impidiendo su cuestionamiento por vía de imputar arbitrariedad, cuya

interdicción sustenta la exigencia de motivación, sobradamente cumplida en la

especie.

Del tenor del acto administrativo impugnado se desprende que no sólo se

hizo una relación de lo sucedido con anterioridad, sino que, además, se recibió la

causa a prueba, se hizo cargo de las alegaciones de la parte recurrente, incluso

de los antecedentes por ella acompañados para fundar sus asertos, como

también dejó constancia de las alegaciones efectuadas por el tercero

denunciante, concluyendo que se constató la construcción de una obra de

defensa fluvial tipo gaviones emplazada en el cauce natural del río Maipo, sin

contar con autorización de la autoridad competente, lo que constituye una
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infracción a lo dispuesto en los artículos 32, 41, 129 bis 2 y 171 del Código de

Aguas.

Octavo: Que en relación con la alegación de la recurrente en orden a

afirmar que la recurrida actuó sin competencia al haber delimitado deslindes, en

circunstancias que aquello es resorte exclusivo del Ministerio de Bienes

Nacionales, cabe tener en consideración que si bien la Corte Suprema ha

sostenido tal postulado en ciertos y determinados casos, ello ha sido en el

entendido que las circunstancias de hecho planteadas por cada uno de los

reclamantes dan cuenta de una situaciones inciertas respecto de la ubicación de

las obras denunciadas.

En efecto, aun cuando el Decreto Supremo Nº 609 de 1978 del Ministerio

de Tierras y Colonización en su numeral ordena que “corresponderá al Ministerio

de Tierras y Colonización, fijar los deslindes de los bienes nacionales de uso

público que constituyen los cauces de los ríos, lagos y esteros”, lo cierto es que

es el Código de Aguas, en especial su artículo 30, quien determina lo que debe

ser entendido por cauce y no la autoridad administrativa antes referida, la que,

como la norma transcrita lo indica expresamente, se limita a “fijar sus deslindes”,

siendo el ejercicio de tal atribución habilitante para el despliegue de la potestad

sancionatoria de la Dirección General de Aguas en aquellos casos en que, como

se ha dicho, exista incertidumbre sobre si la obra controvertida se emplaza o no

en “el suelo que el agua ocupa y desocupa alternativamente en sus creces y

bajas periódicas”.

En el caso concreto tal incertidumbre no concurre, ya que del mérito del

expediente administrativo aparece determinado que la obra denunciada se

emplazó en el cauce natural del río Maipo, sin contar con autorización de la

autoridad competente, esto es, de la Dirección General de Aguas.

Noveno: Que en relación con la alegación de la recurrente en orden a que

para establecer los límites se habría ocupado información de crecidas

extraordinarias, en circunstancias que el Decreto Supremo N° 609 hace alusión a

crecidas de cinco años, cabe señalar que, como se desprende de la resolución

impugnada y lo explicó la recurrida en su informe “La constatación del

emplazamiento de las obras no se sustentó únicamente en crecidas

excepcionales, sino en un conjunto de antecedentes objetivos y concordantes,

tales como planos inscritos, roles prediales, cartografía oficial y la evolución

histórica del cauce observada mediante imágenes satelitales”.

Respecto del valor probatorio de los informes técnicos de la Dirección

General de Aguas, cabe señalar que la Corte Suprema: ha señalado que para
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cumplir sus labores, la Dirección General de Aguas tiene, entre otras, la facultad

y obligación, en su caso, de emitir informes técnicos que tienen el carácter de

instrumento público por cuanto han sido elaborados por el competente

funcionario, dentro del ámbito de las atribuciones que la ley le entrega, y han

cumplido con las formalidades legales establecidas.

En este sentido, de acuerdo con la resolución impugnada tuvo en

consideración para los efectos de resolver, entre otros antecedentes: 1°.- Que, a

la fecha, no se ha decretado bien nacional de uso público por parte del Ministerio

de Bienes Nacionales, de acuerdo con lo establecido en el numeral 3° del párrafo

B del Decreto N°609/1978 del Ministerio de Tierras y Colonización, en el lugar

sujeto a fiscalización; 2°.- Que el Decreto Supremo del ex Ministerio de Tierras y

Colonización, hoy Bienes Nacionales, N° 609 de 1978, establece una normativa

específica para fijar los deslindes de los bienes nacionales de uso público, que

incluyen los cauces de ríos, lagos y esteros, lo cual puede realizarse tanto de

oficio por la autoridad competente cuando las circunstancias lo requieran, como a

petición de los propietarios ribereños, en ejercicio del derecho que le otorga el

artículo 842 del Código Civil; 3°.- Que la Contraloría General de la República, en

su dictamen N° 50.157, de 2007, establece que es obligación de la Dirección

General de Aguas ejercer sus atribuciones legales con prescindencia de que

exista una fijación de los deslindes de un cauce, ya que cuenta con competencia

técnica y jurídica para establecer la existencia y características de un cauce

natural; 4°.- Que en relación a la revisión de imágenes satelitales de Google

Earth, se puede indicar que, desde el año 2006 hasta abril del año 2017, existe

claro registro del cauce del río Maipo en el sector fiscalizado, donde se puede

observar el emplazamiento del cauce, la evolución del curso de las aguas y

brazos del río Maipo, verificando que los puntos de inspección (P1) al (P6), se

ubican en el cauce natural del río Maipo, fuera del rol 268-50 El Carmen El Paico

El Monte, definido por CIREN (2015) y cartografía digital del Servicio de

Impuestos Internos (S.I.I.); 5°.- Que según lo indicado en los descargos y medios

de prueba por Xx Xx Ltda., en relación a que “El curso de agua que

figura en la propiedad cultivada, no es un tramo natural del río, sino que un canal

de descargas”, es importante señalar que, dicho curso de agua o “canal de

descarga”, no guarda relación con la fijación de deslindes de la propiedad.

Además, de acuerdo a información oficial del Servicio, existe registro de los

canales Puangue y Picano (ribera poniente) y Canal Carmen Alto (ribera oriente),

correspondientes a la tercera sección del río Maipo, los cuales se emplazan fuera

de los puntos de inspección denominados (P1) al (P6), evidenciando claramente
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que, la obra de defensa fluvial tipo gaviones, se emplaza en el cauce natural del

río Maipo; 6°.- Que analizados los antecedentes del Plano N°39/1965, CIREN,

Servicio de Impuestos Internos (S.I.I.) e imágenes satelitales históricas de

Google Earth desde el año 2006 a la fecha, es efectivo que, los puntos de

inspección denominados (P1) al (P6), se encuentran emplazados en el cauce

natural del río Maipo, donde se observa la evolución del curso de las aguas y

brazos del río Maipo, la superficie que el agua ocupa y desocupa

alternativamente en sus creces y bajas periódicas, superficie que no pierde su

condición de bien nacional de uso público; 7°.- Que, a partir del año 2017, se

observan los primeros vestigios de labores realizadas en el cauce del río Maipo,

movimientos y preparación de tierra, y aumento de la superficie fuera del

deslinde definido por CIREN (2015) y cartografía digital del Servicio de

Impuestos Internos (S.I.I.), las cuales han modificado y disminuido el cauce del

río Maipo en el sector fiscalizado, a 650 metros de ancho aproximado,

correspondiente a un 35% de disminución de la sección del cauce natural en el

sector. Asimismo, dicha modificación ha eliminado y desplazado brazos del río

en dirección a la ribera opuesta del cauce natural, desviando el curso de las

aguas y entorpeciendo el libre escurrimiento de las aguas en el sector

fiscalizado.

Décimo: Que, por último, en cuanto a la alegación de que se habría

ignorado el título de dominio acompañado, del análisis de la resolución recurrida

aparece que ello no es efectivo, sino que el análisis efectuado por la autoridad

llevó a la conclusión de que las obras impugnadas se encontraban en el cauce

del río, y como tal, se habían construido sin la autorización respectiva.

Undécimo: Que, en este orden de ideas, esta Corte no advierte, ni se ha

acompañado antecedente alguno, en torno a determinar en qué parte se habría

producido la violación de la ley -en sentido estricto- por parte de la recurrida en la

dictación del acto administrativo impugnado, esto es, referido a su legalidad

interna, constituido por el quebrantamiento del ordenamiento jurídico en relación

a la existencia de vulneraciones de la competencia e investidura del órgano que

la dictó, así como de sus exigencias de forma, concluyéndose que cumple todos

los presupuestos y requisitos para su validez formal.

Duodécimo: Que, atendido lo relacionado, cabe concluir que el contenido

de la resolución recurrida se encuentra ajustado a derecho, habiéndose

respetado las normas que rigen la controversia y el proceso administrativo,

cumpliendo el ente administrativo la labor que le ha sido encomendada por la

legislación.
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Y visto, además, lo dispuesto en los artículos 137 del Código de Aguas y

144 del Código de Procedimiento Civil, se decide que se rechaza, sin costas, el

recurso de reclamación deducido por Xx Xx Xx, en contra de

la Dirección General de Aguas, por haber dictado la Resolución Exenta DGA N°

902 de 19 de mayo de 2025.

Redacción del ministro Rodríguez Moreno.

Regístrese, comuníquese y archívese.

N° Contencioso Administrativo-507-2025.




Pronunciada por la Séptima Sala de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, presidida por el ministro señor José Pablo Rodríguez Moreno e integrada por el ministro señor Tomás Gray Gariazzo y por la abogada integrante señora Magaly Correa Farías.
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